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     COMUNICADO No. 26
        Julio 10 y 11 de 2013
 


La inhabilidad para contratar con el Estado impuesta al interventor que no cumpla con el deber de información previsto en la Ley 1474 de 2011, no vulnera el principio de legalidad ni el derecho de defensa. En caso de concurrencia con otra sanción de la misma naturaleza, deberá imponerse la más alta

	   II.   EXPEDIENTE D-9441  -   SENTENCIA C-434/13  (julio 10)   
          M.P. Alberto Rojas Ríos


1.
Norma acusada

LEY 1474 DE 2011

(julio 12)

Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública

Artículo 84. Facultades y deberes de los supervisores y los interventores. […]
Parágrafo 2°. Adiciónese la Ley 80 de 1993, artículo 8°, numeral 1, con el siguiente literal:
k) El interventor que incumpla el deber de entregar información a la entidad contratante relacionada con el incumplimiento del contrato, con hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato.

Esta inhabilidad se extenderá por un término de cinco (5) años, contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo que así lo declare, previa la actuación administrativa correspondiente.

2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE, por los cargos examinados, el parágrafo 2º del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, en el entendido que, en caso de concurrencia de sanciones de inhabilidad para contratar con el Estado, solo tendrá aplicación la más alta, siempre y cuando se hayan impuesto por el mismo hecho. 

3.
Síntesis de los fundamentos 

En el presente caso, le correspondió a la Corte resolver: (i) si la inhabilidad para contratar por cinco años con el Estado establecida en el parágrafo 2º del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, desconoce el principio de legalidad (art. 29 C.Po.), al hacer referencia a actos de corrupción, sin que estos sean definidos en el mismo parágrafo o previstos como conductas punibles específicas en el Código Penal; (ii) si vulnera el principio non bis in ídem y, en consecuencia, los mandatos del debido proceso, el establecer la posibilidad de que pueda imponerse al interventor, una doble sanción por la misma causa prevista en el derecho disciplinario; y (iii) si al prever la declaratoria de incumplimiento del deber de información del interventor y la consecuente inhabilidad fruto de una actuación administrativa, vulnera el debido proceso, en cuanto desconoce el derecho de defensa. 

En primer término, la Corporación encontró que el parágrafo 2º del artículo 84, aunque indeterminado, resulta determinable a partir de una lectura sistemática del cuerpo normativo en el cual está incluido, esto es, la Ley 1474 de 2011. Si bien la previsión legislativa no busca definir las conductas que constituyen actos de corrupción,  a partir de su lectura es posible establecer que quiso incluir y finalmente, qué incluyó el legislador como actos de corrupción para efectos del estatuto anticorrupción bajo examen. Pese a que la Corte declaró inexequible -por una causa distinta a la que hoy se plantea- una parte del artículo 1º de la Ley 1474 de 2011 (sentencia C-630/12), que establece inhabilidad general para contratar de quienes incurran en actos de corrupción, subsiste la enumeración dentro de esta categoría, de: (i) los delitos contra la administración pública y de (ii) el soborno transnacional. Una interpretación sistemática de la Ley 1474 de 2011 lleva a la conclusión que los actos de corrupción para efectos del parágrafo 2º del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, deben ser los mismos previstos en el artículo 1º de la misma ley y que  fueron declarados exequibles. Así mismo, durante los debates legislativos se expresó la intención de consagrar como actos de corrupción no solo las formas tradicionales de atentar contra la administración pública y el patrimonio público, sino “otros delitos relacionados con actividades que constituyen corrupción”. Adicionalmente, esta interpretación está en armonía con el principal objetivo que tuvo el legislador al discutir y aprobar el llamado estatuto anticorrupción. De igual modo, prevé conductas que tradicionalmente han sido consideradas como actos de corrupción en nuestro ordenamiento jurídico, como las incluidas en la Convención Interamericana contra la Corrupción de la OEA, incorporada a nuestro ordenamiento por la Ley 141 de 1997 y la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, incorporada mediante la Ley 970 de 2005. En consecuencia, el parágrafo 2º del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, no desconoce el principio de legalidad consagrado en el artículo 29 de la Constitución.

En segundo lugar, la Corporación ratificó lo señalado por la jurisprudencia constitucional respecto a que se presenta un desconocimiento del principio non bis in ídem, conforme al cual nadie puede ser sancionado dos veces por el mismo hecho, cuando concurran los tres elementos definitorios  del mismo: identidad de persona, identidad de causa e identidad de objeto. Solo cuando estos tres factores coincidan, la sanción estará en contra de esa garantía constitucional. Así mismo, recordó que la jurisprudencia ha distinguido un carácter diverso entre las sanciones disciplinarias y las inhabilidades contractuales, con fundamento en que las primeras buscan el cumplimiento cabal de los deberes y funciones de los servidores públicos y las segundas, salvaguardar los principios de eficiencia, moralidad y transparencia en la actividad contractual. Por consiguiente, la identidad del sujeto activo y de los hechos que generan la sanción disciplinaria prevista en el numeral 34 del artículo 48 de la Ley 734 de 2001 y la inhabilidad prevista en el parágrafo 2º del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 no vulnera el principio non bis in ídem (art. 29 C.Po.), pues en este caso no se presenta identidad de causa. En otros términos, cada una de estas disposiciones legales hacen parte de un régimen sancionatorio distinto, que procuran finalidades diferentes. Consecuentemente, al no tratarse de dos sanciones de naturaleza disciplinaria no se afecta la facultad otorgada por el artículo 277, numeral 6 de la Constitución, al Procurador General de la Nación, ni tampoco se presenta problema alguno con el principio de favorabilidad en materia sancionatoria.  Sin embargo, aunque la finalidad es distinta en cada uno de estos regímenes de responsabilidad, la Corte advirtió que la consecuencia jurídica es parcialmente coincidente: la inhabilidad para contratar con el Estado. Por ello, la aplicación independiente de cada una de las sanciones vulneraría el principio non bis in ídem, toda vez que por la misma omisión del deber de información, la persona podría ser inhabilitada para contratar con el Estado por cinco años y a la vez, por el mismo hecho, ser inhabilitado para contratar con entidades estatales de uno a diez años, como consecuencia de un proceso disciplinario. A juicio de la Corporación, este resultado es contrario al principio de proporcionalidad. Aunque encuentra que son adecuadas las dos sanciones para proteger la actividad contractual del Estado –por cuanto impiden que la realice quien se considera no tiene la aptitud para llevarla a cabo con condiciones de eficiencia, transparencia y moralidad- resulta innecesario que el mismo bien jurídico o la misma actividad se proteja dos veces, a través de dos sanciones impuestas por el mismo hecho. Por tal razón, la Corte declaró a la exequibilidad condicionada del parágrafo 2º del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, de manera que se entienda que, en caso de concurrencia de sanciones de inhabilidad para contratar con el Estado, solo tendrá aplicación la más alta, siempre y cuando se hayan impuesto por el mismo hecho. 

4.
Salvamento parcial y aclaraciones de voto

El magistrado Luis Ernesto Vargas Silva anunció salvamento de voto. En su concepto, la norma debió ser declarada inexequible por violación del principio non bis in ídem y, por lo tanto, del artículo 29 de la Constitución Política, en el que se establece el derecho fundamental al debido proceso. Además, manifestó que no comparte diversos argumentos centrales de la providencia, así: En primer término, la justificación presentada para rechazar el cargo por violación del principio de tipicidad no es adecuada, al proponer una integración normativa entre la disposición objeto de análisis y un segmento normativo que ya no existe, pues fue declarado inexequible por la Corte Constitucional. O bien, entre la primera y los propósitos que perseguía el Legislador al expedir la Ley 1474 de 2011. Ese problema resultaba, con todo, superable, efectuando la remisión a los instrumentos de derecho internacional suscritos y ratificados por Colombia en la lucha contra la corrupción. En segundo lugar, la distinción entre el fundamento, objetivos y propósitos de la sanción disciplinaria prevista en el Código Único Disciplinario y la inhabilidad introducida por la norma demandada en la Ley 80 de 1993 no es satisfactoria. De la lectura del proyecto se desprende que la primera se dirige a garantizar los fines y principios de la función pública; mientras que la segunda pretende asegurar la transparencia en materia de contratación. Pero como la transparencia es un principio de la función pública, la diferenciación planteada en la sentencia se desvanece y todo el argumento sobre la inexistencia de identidad de causa se torna muy débil.  

Finalmente a su juicio, la interpretación ‘novedosa’ del principionon bis in ídem propuesta en el proyecto no es adecuada por dos razones. Primero, porque no puede comprenderse el non bis in ídem como un componente del principio de proporcionalidad, según se sostiene en la sentencia de la cual se aparta. El principio de proporcionalidad es una herramienta conceptual del derecho constitucional que permite evaluar la validez o legitimidad constitucional de las intervenciones que las autoridades públicas (y principalmente el Legislador) en los derechos fundamentales. El non bis in ídem es, en cambio, una posición de derecho fundamental adscrita al debido proceso. Perteneciendo entonces a categorías distintas (el primero como herramienta conceptual, el segundo como norma de derecho fundamental) no es cierto que el uno sea un componente del otro. Segundo, en razón a que la solución propuesta termina por desconocer el principio de favorabilidad. Ante el supuesto previsto en la sentencia que suscita su opinión individual, en que una persona se halla inmersa en la inhabilidad prevista por la norma analizada, y además es sancionada disciplinariamente por idéntica conducta, la solución que propone el proyecto es descontar de la inhabilidad de mayor duración el tiempo de la de menor duración. Esto significa, en términos más simples, que la persona debe soportar la inhabilidad más amplia de las dos que se le imponen por una misma conducta, lo que evidentemente no solo es incompatible con el non bis in ídem, tal como propone la demanda, sino que además viola el principio de favorabilidad, dos garantías esenciales del derecho penal liberal, respetuoso de los derechos humanos, que caracteriza nuestro ordenamiento constitucional.
Los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo expresaron su aclaración de voto. El magistrado Guerrero precisará su posición particular frente a la tesis mayoritaria de la Corte en materia del alcance del principio non bis in ídem, respecto de la cual tiene algunas reservas, por lo desproporcionado que puede resultar que por un mismo hecho se pueda ser sancionado dos veces, basado en que cada sanción obedece a distintas finalidades. Por su parte, el magistrado Mendoza Martelo consideraba que no era necesario condicionar la exequibilidad del parágrafo 2º del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, ya que la precisión que se hace en el condicionamiento se ha podido incluir en la parte motiva del fallo, pues corresponde más a la aplicación de la norma que a una inconstitucionalidad de la norma, la cual, a su juicio no establece una sanción disciplinaria, sino una consecuencia derivada del incumplimiento de las obligaciones contractuales del interventor. Con esta prohibición para contratar con el Estado durante cinco años, se busca impedir que ese interventor sea contratado durante un tiempo, en contra de los intereses del erario público, por haber conocido una situación de corrupción sin informar oportunamente a la Administración, como era su deber. 

Por su parte, los magistrados María Victoria Calle Correa y Jorge Iván Palacio Palacio se reservaron eventuales aclaraciones de voto, sobre los fundamentos de la decisión adoptada en la sentencia C-434/13. 

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente 
